Martha Cecilia Calle Arcila  Vs Porvenir S.A. y otros  Rad. 66001-31-05-004-2017-00085-01
Martha Cecilia Calle Arcila Vs Protección S.A. y otro  Rad. 66001-31-05-004-2017-00085-02

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto de 17 de julio de 2019

Radicación Nro.:
66001-31-05-004-2017-00085-01

Proceso:

Ordinario Laboral
Demandante:

Martha Cecilia Calle Arcila

Demandados:

Porvenir S.A.

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
DECRETO DE PRUEBAS / SOLICITUD DE INFORMACIÓN O DOCUMENTOS A TERCEROS / REQUISITOS DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / DEBE DE LAS PARTES DE TRATAR DE OBTENERLOS MEDIANTE DERECHO DE PETICIÓN / EXCEPCIONES A ESAS REGLAS EN LA JURISDICCIÓN LABORAL.
… el artículo 173 del Código General del Proceso impone la carga a las partes de respetar y cumplir con las oportunidades y el trámite previamente determinados para solicitar pruebas, con independencia de que los términos procesales conferido para tal fin, les resulte escaso.  Dice la citada norma: 

“(…) El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, que lo que deberá acreditarse sumariamente”. (…)
… para afianzar tal objetivo, se buscó que quedara expresamente consagrado en el Código General del Proceso, como un deber de las partes y sus apoderados “Abstenerse de solicitar al Juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiera podido conseguir” (…)

Ahora bien, no sobra indicar que el artículo 275 ibídem, establece la procedencia de solicitar, a petición de parte o de oficio, informes a entidades públicas o privadas; sin embargo, tal posibilidad se debe armonizar con lo establecido en las normas previamente citadas…
No obstante lo anterior, no puede perderse de vista, el hecho de que las disposiciones antes citadas fueron establecidas para regular la generalidad de procesos que existen en nuestro ordenamiento jurídico, siempre y cuando cada especialidad no reglamente de manera clara y expresa el respectivo procedimiento y en ese sentido es propio indicar que aun cuando es claro el objetivo del CGP, en materia laboral, en algunas oportunidades no será posible atenderlo…
Cómo puede verse, en cada caso deberá el juez laboral analizar la oportunidad que tuvieron las partes para obtener la prueba, así como establecer los medios con los cuales cuenta para ello…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, 17 de julio de 2019, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora Martha Cecilia Calle Arcila en contra de la auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2019, dentro del proceso que le promueven a PORVENIR S.A. y Colpensiones, donde fue vinculada Colfondos S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00085-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Con el fin de que se declare la nulidad del traslado del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con solidaridad, la señora Martha Cecilia Calle Arcila impetró acción laboral en contra de Copensiones, y Porvenir S.A.

Estas entidades, luego de estar debidamente notificadas, dieron oportuna respuesta a la demanda, procediendo el juzgado a fijar fecha para que tuviera lugar la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS.
Instalada la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas, de saneamiento y fijación del litigio, la juez de la causa ordenó la vinculación de Colfondos S.A.  a  la litis, entidad que una vez notificada dio oportuna respuesta a la demanda.
Dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del traslado, fue presentada reforma a la demanda, la cual fue rechazada por el juzgado de primer grado, pero admitida en esta Corporación al resolver el recurso de apelación formulado por la parte actora.

Al reanudarse la audiencia obligatoria de conciliación, de decisión de excepciones previas de saneamiento y fijación del litigio, la  a quo  requirió a la parte actora para que informara si previa a la presentación de la reforma a la demanda en la que solicitó como prueba oficiar a Colfondos S.A. y Porvenir S.A. gestionó la obtención de la prueba, a lo que la mandataria judicial respondió que no.
En consideración con la inactividad de la parte, la prueba no fue decretada en virtud a lo previsto por el artículo 173 del Código General de Proceso, que establece la necesidad de que la parte que pretende la prueba gestione su obtención “directamente o por medio de derecho de petición”.
Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió haciendo notar la imposibilidad material de solicitar a Colfondos la proyección pensional que se requiere como prueba, pues dicha entidad, al momento de formular la demanda no conformó la parte pasiva de la demanda, pues fue vinculada por el juzgado al advertir que fue el destino de la actora al momento de producirse el traslado de régimen pensional, por lo tanto, resulta imposible su requerimiento previo pues no se consideró como parte pasiva en este asunto.
En relación con la misma solicitud respecto a Porvenir S.A., afirmó que es conocido por el juzgado la renuencia de la entidad a dar información respecto al caso en concreto, al punto que en la actualidad ha sido requerida para que aporte las pruebas que se le pidió allegar con la respuesta a la demanda.

Sostiene además que fue en virtud al devenir del proceso y en consideración las contestaciones de la demanda que se  hizo necesario recaudar este nuevo material probatorio a efecto de que el despacho tenga mayores elementos al momento de proferir sentencia y declarar así la nulidad o ineficacia del traslado al quedar evidenciado el perjuicio que le fue ocasionado respecto al monto de la mesadas pensionales en uno y otro régimen.
Solicita entonces que esta Corporación revoque la decisión y disponga el decreto de las pruebas solicitadas oportunamente, o en su defecto se ordene de oficio su práctica.

Concedido el recurso en el efecto devolutivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S, procede la Sala a resolver lo pertinente.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

CONSIDERACIONES

Para resolver el problema jurídico que se plantea dentro del presente ordinario laboral, esto es, si en virtud al término previsto en el artículo 74 del Código de Procedimiento Laboral, debe ser menos drástico el juez laboral a la hora de dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso.

1. DE LAS OPORTUNIDADES PROBATORIAS
Dispone el artículo 13 del Código General del Proceso que “Las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa en la Ley”.

Es claro entonces, que las normas que regulan los diversos procedimientos deben ser rigurosamente observadas tanto por las partes como por los funcionarios judiciales, lo cual implica, indefectiblemente, la observancia del debido proceso como una garantía para los sujetos procesales. 

Es así que el artículo 173 del Código General del Proceso impone la carga a las partes de respetar y cumplir con las oportunidades y el trámite previamente determinados para solicitar pruebas, con independencia de que los términos procesales conferido para tal fin, les resulte escaso.  Dice la citada norma: 

“Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señaladas para ello en este Código

(…) El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, que lo que deberá acreditarse sumariamente”

De acuerdo con la norma en cita, resulta notorio que su finalidad es lograr la efectiva celeridad y economía procesal dentro del proceso oral, concentrando la etapa probatoria de manera tal que al momento del decreto de pruebas, sólo sean solicitadas aquéllas que las partes estuvieron en la imposibilidad de aportar de manera anticipada.

Es más, para afianzar tal objetivo, se buscó que quedara expresamente consagrado en el Código General del Proceso, como un deber de las partes y sus apoderados “Abstenerse de solicitar al Juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiera podido conseguir” – artículo 78, numeral 10º.  

En armonía con lo anterior, también el artículo 43 numeral 5º de la misma obra, señala como uno de los poderes de ordenación e instrucción de los operadores judiciales es el de exigir a las autoridades o a los particulares la información solicitada por el interesado que no haya sido suministrada oportunamente.

Cómo puede verse, en cada una de las disposiciones citadas el interesado tiene la carga probatoria de aportar, en su debida oportunidad, los documentos e informes que pueda obtener sin la mediación judicial y el juez a su vez tiene el deber de decretar y practicar sólo aquéllas pruebas que las partes no se encuentran en la capacidad de presentar, bien sea porque i) no fue atendida la solicitud con la que se buscaba obtenerlas por parte de las autoridades o de los particulares, ii) no fue suministrada a tiempo o, iii) le fue negada.   

Ahora bien, no sobra indicar que el artículo 275 ibídem, establece la procedencia de solicitar, a petición de parte o de oficio, informes a entidades públicas o privadas; sin embargo, tal posibilidad se debe armonizar con lo establecido en las normas previamente citadas, pues como se indicó en el artículo 43, lo jueces no están llamados a exigir la información que no haya sido previamente solicitada por las partes, es más, el mismo artículo, esto es el 275, hace referencia a la facultad que otorga la ley a las partes para solicitar directamente, ante cualquier entidad públicas o privada, esos informes, expresando que tienen como objeto servir de prueba en un proceso judicial en curso o por iniciarse.  

Como puede observarse, nuevamente la legislación procesal, carga a las partes la obligación de obtener por sí mismas las pruebas, en este caso documentales, llámese informes, certificaciones o constancias, como se indicó en reciente providencia dentro el proceso ordinario laboral promovido por María Carmenza Tabares Restrepo contra Colpensiones y otras, radicado con el número 001-2016-00206-01, en donde la Sala de Decisión No 1º precisó: “De manera que efectivamente la solicitud al juez para que oficie a una entidad no es una prueba sino el medio para obtener la prueba documental que será finalmente la certificación, informe u oficio que se allegue al proceso”.

Sobre el tema en particular, López Blanco, al comentar ésta disposición en su obra Código General del Proceso –Pruebas-, indicó que la norma resulta necesaria para “que se pueda cumplir con uno de los objetivos centrales del nueve CGP cuál es el de que las partes traten de obtener la mayor cantidad de pruebas para acompañar la demanda y su contestación”, precisando además que para decretar la prueba de informe, se hace necesario acreditar “que lo que se pretende obtener no le haya sido posible al solicitante lograrlo”.

No obstante lo anterior, no puede perderse de vista, el hecho de que las disposiciones antes citadas fueron establecidas para regular la generalidad de procesos que existen en nuestro ordenamiento jurídico, siempre y cuando cada especialidad no reglamente de manera clara y expresa el respectivo procedimiento y en ese sentido es propio indicar que aun cuando es claro el objetivo del CGP, en materia laboral, en algunas oportunidades no será posible atenderlo, pues tan sólo se cuenta con el término de 10 días para dar respuesta a la demanda, termino igual al consagrado en el artículo 1º de la ley estatutaria 1755 de 2015 para dar respuesta a los derechos de petición que versen sobre documentos e información, el cual se pueden extender por 3 días más y, tratándose de derechos de petición simples, se cuentan con un término aún más amplio que es de 15 días.  Además, la posibilidad de la parte actora de reformar la demanda, ocurre solo cinco (5) días después del vencimiento del término para dar respuesta a la demanda. 
Cómo puede verse, en cada caso deberá el juez laboral analizar la oportunidad que tuvieron las partes para obtener la prueba, así como establecer los medios con los cuales cuenta para ello, pues no es dable perder de vista que la información o los documentos que pueden ser obtenidos de manera inmediata y automática a través de una página web por ejemplo, no puede tener el mismo trato que los informes y documentos que necesariamente deben ser requeridos a las autoridades o particulares y en los cuales las entidades cuentan con el término de 15 o 10 días para atender la petición. 

Adicionalmente debe añadirse que todo lo dicho no se opone a la facultad que en todo caso le asiste al juez para decretar pruebas de oficio.

2. DEL CASO CONCRETO

De acuerdo con el recurso formulado por la parte actora, ésta se duele de la negativa del juzgado de decretar las pruebas de oficio solicitadas al momento de reformar la demanda, haciendo notar la imposibilidad material que tenía, respecto de Colfondos S.A., de gestionar las pruebas antes de presentar la demandada, dado que esta entidad fue vinculada de oficio por el juzgado.  Insiste también en la necesidad de la prueba consistente en la proyección que, del valor de la mesada pensional en el régimen de ahorro individual, realicen las AFP accionadas, pues así se puede evidenciar el perjuicio que representa continuar como afiliada del mismo, lo que resulta definitivo para que se determine la nulidad o ineficacia del traslado.

Al respecto se tiene como Colfondos S.A. no fue llamada a la litis por la parte actora, no tenía la obligación de acreditar ninguna gestión previa en aras de acceder a la información que busca obtener mediante la prueba solicitada, por lo que encontrándose ya el trámite ante el juez de trabajo, quien fue que ordenó oficiosamente vincular a Colfondos S.A., la oportunidad para solicitar la práctica y decreto de pruebas no era otra que la reforma a la demanda, como en efecto lo hizo, correspondiendo entonces a la a quo proceder con su decreto y práctica.
En lo que atañe a la misma prueba, pero con relación a Porvenir S.A., se debe tomar decisión en contrario, pues no existe justificación a la falta de diligencia previa de la parte actora para obtener la información que hoy solicita.  
En el anterior orden de ideas, se revocará parcialmente el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 4 de marzo de 2019, en orden a decretar la prueba en los términos solicitados por la parte actora,  consistente en oficiar a COLFONDOS S.A. para que realice la proyección pensional que establezca el monto de la mesada pensional de la actora al cumplir 57 y 60 años de edad en ambos régimenes pensionales, teniendo como soporte el salario percibido para la fecha en que se concretó el traslado de fondo de pensiones, precisando que la elaboración de la proyección del RAIS debe hacerse si la afiliada optara “por pensión en la modalidad de renta vitalicia”.

Sin costas al prosperar parcialmente el recurso

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR PARCIALMENTE el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 4 de marzo de 2019.

SEGUNDO. DECRETAR COMO PRUEBA que se libre oficio con destino COLFONDOS S.A. para que esta entidad realice la proyección pensional que determine el valor de la mesada pensional de la actora al cumplir 57 y 60 años de edad en ambos régimen pensionales, teniendo como soporte el salario percibido para la fecha en que se concretó el traslado de fondo de pensiones, precisando que la elaboración de la proyección en el RAIS debe elaborarse si la afiliada optara por la modalidad de renta vitalicia.

TERCERO. CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia recurrida.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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